
ACUERDO Nro. MD-DM-2025-0021-A  

 

SR. ABG. JOSÉ DAVID JIMÉNEZ VASQUEZ 

MINISTRO DEL DEPORTE 

 

 

CONSIDERANDO:

    

Que, el artículo 66, en los numerales 2 y 19 de la Constitución de la República del

Ecuador, señala que: “Se reconoce y garantizará a las personas: (...) 2. El derecho a una

vida digna, que asegure la salud, alimentación y nutrición, agua potable, vivienda,

saneamiento ambiental, educación, trabajo, empleo, descanso y ocio, cultura física,

vestido, seguridad social y otros servicios sociales necesarios (...) 19. El derecho a la

protección de datos de carácter personal, que incluye el acceso y la decisión sobre

información y datos de este carácter, así como su correspondiente protección. La

recolección, archivo, procesamiento, distribución o difusión de estos datos o información

requerirán la autorización del titular o el mandato de la ley”; 

  

Que, el artículo 82 de la Constitución de la República del Ecuador, establece: “El derecho

a la seguridad jurídica se fundamenta en el respeto a la Constitución y en la existencia de

normas jurídicas previas, claras, públicas y aplicadas por las autoridades competentes”; 

  

Que, el artículo 85 de la Constitución de la República del Ecuador, determina: “La

formulación, ejecución, evaluación y control de las políticas públicas y servicios públicos

que garanticen los derechos reconocidos por la Constitución, se regularán de acuerdo con

las siguientes disposiciones: 1. Las políticas públicas y la prestación de bienes y servicios

públicos se orientarán a hacer efectivos el buen vivir y todos los derechos, y se

formularán a partir del principio de solidaridad. 2. Sin perjuicio de la prevalencia del

interés general sobre el interés particular, cuando los efectos de la ejecución de las

políticas públicas o prestación de bienes o servicios públicos vulneren o amenacen con

vulnerar derechos constitucionales, la política o prestación deberá reformularse o se

adoptarán medidas alternativas que concilien los derechos en conflicto. 3. El Estado

garantizará la distribución equitativa y solidaria del presupuesto para la ejecución de las

políticas públicas y la prestación de bienes y servicios públicos. En la formulación,

ejecución, evaluación y control de las políticas públicas y servicios públicos se

garantizará la participación de las personas, comunidades, pueblos y nacionalidades”; 

 

Que, el artículo 154, numeral 1 de la Constitución de la República del Ecuador,

determina que, a las ministras y ministros de Estado, además de las atribuciones

establecidas en la Ley, les corresponde: “1. Ejercer la rectoría de las políticas públicas del

área a su cargo y expedir los acuerdos y resoluciones administrativas que requiera su 

gestión”; 

  

Que, el artículo 226 de la Constitución de la República del Ecuador, dispone: “Las

instituciones del Estado, sus organismos, dependencias, las servidoras o servidores

públicos y las personas que actúen en virtud de una potestad estatal ejercerán solamente

las competencias y facultades que les sean atribuidas en la Constitución y la ley. Tendrán
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el deber de coordinar acciones para el cumplimiento de sus fines y hacer efectivo el goce

y ejercicio de los derechos reconocidos en la Constitución”; 

  

Que, el artículo 227 de la Constitución de la República del Ecuador, establece: “La

administración pública constituye un servicio a la colectividad que se rige por los

principios de eficacia, eficiencia, calidad, jerarquía, desconcentración, descentralización,

coordinación, participación, planificación, transparencia y evaluación”; 

  

Que, el artículo 229 de la Constitución de la República del Ecuador, dispone: Serán

servidoras o servidores públicos todas las personas que en cualquier forma o a cualquier

título trabajen, presten servicios o ejerzan un cargo, función o dignidad dentro del sector 

público"; 

  

Que, el artículo 233 de la Constitución de la República del Ecuador determina: “Ninguna

servidora ni servidor público está exento de responsabilidades por los actos realizados en

el ejercicio de sus funciones o por sus omisiones y serán responsables administrativa,

civil y penalmente por el manejo y administración de fondos, bienes o recursos públicos 

(…)”; 

  

Que, el artículo 6 del Código Orgánico Administrativo, dispone: “Principio de jerarquía.

Los organismos que conforman el Estado se estructuran y organizan de manera

escalonada. Los órganos superiores dirigen y controlan la labor de sus subordinados y

resuelven los conflictos entre los mismos.”; 

  

Que, el artículo 7 del Código Orgánico Administrativo, dispone: “La función

administrativa se desarrolla bajo el criterio de distribución objetiva de funciones,

privilegia la delegación de la repartición de funciones entre los órganos de una misma

administración pública, para descongestionar y acercar las administraciones a las 

personas.”; 

  

Que, el artículo 17 del Código Orgánico Administrativo, dispone: “Principio de buena fe.

Se presume que los servidores públicos y las personas mantienen un comportamiento

legal y adecuado en el ejercicio de sus competencias, derechos y deberes.”; 

  

Que, el artículo 21 del Código Orgánico Administrativo, dispone: “Principio de ética y

probidad. Los servidores públicos, así como las personas que se relacionan con las

administraciones públicas, actuarán con rectitud, lealtad y honestidad. En las

administraciones públicas se promoverá la misión de servicio, probidad, honradez,

integridad, imparcialidad, buena fe, confianza mutua, solidaridad, transparencia,

dedicación al trabajo, en el marco de los más altos estándares profesionales; el respeto a

las personas, la diligencia y la primacía del interés general, sobre el particular. (…)”; 

  

Que, el artículo 47 del Código Orgánico Administrativo, indica que: “La máxima

autoridad administrativa de la correspondiente entidad pública ejerce su representación

para intervenir en todos los actos, contratos y relaciones jurídicas sujetas a su

competencia. Esta autoridad no requiere delegación o autorización alguna de un órgano o

entidad superior, salvo en los casos expresamente previstos en la ley.”; 

  

Que, el artículo 68 del Código Orgánico Administrativo, expresa que: “La competencia
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es irrenunciable y se ejerce por los órganos o entidades señalados en el ordenamiento

jurídico, salvo los casos de delegación, cuando se efectúen en los términos previstos en la 

ley”; 

  

Que, el numeral 1 del artículo 69 del Código Orgánico Administrativo, establece: “Los

órganos administrativos pueden delegar el ejercicio de sus competencias, incluida la de

gestión, en: 1. Otros órganos o entidades de la misma administración pública,

jerárquicamente dependientes (…)”; 

  

Que, el artículo 70 del mismo cuerpo legal señala: “La delegación contendrá: 1. La

especificación del delegado. 2. La especificación del órgano delegante y la atribución

para delegar dicha competencia. 3. Las competencias que son objeto de delegación o los

actos que el delegado debe ejercer para el cumplimiento de las mismas. 4. El plazo o

condición, cuando sean necesarios. 5. El acto del que conste la delegación expresará

además lugar, fecha y número. 6. Las decisiones que pueden adoptarse por delegación. La

delegación de competencias y su revocación se publicarán por el órgano delegante, a

través de los medios de difusión institucional”; 

  

Que, el artículo 71 ibidem establece que: “Son efectos de la delegación: 1. Las decisiones

delegadas se consideran adoptadas por el delegante. 2. La responsabilidad por las

decisiones adoptadas por el delegado o el delegante, según corresponda”; 

  

Que, el artículo 130 del Código Orgánico Administrativo, expresa que: “Las máximas

autoridades administrativas tienen competencia normativa de carácter administrativo

únicamente para regular los asuntos internos del órgano a su cargo, salvo los casos en los

que la ley prevea esta competencia para la máxima autoridad legislativa de una

administración pública (...)”. 

  

Que, el artículo 9 de la Ley Orgánica de la Contraloría General del Estado, señala:

“Concepto y elementos del Control Interno.-El control interno constituye un proceso

aplicado por la máxima autoridad, la dirección y el personal de cada institución que

proporciona seguridad razonable de que se protegen los recursos públicos y se alcancen

los objetivos institucionales. Constituyen elementos del control interno: el entorno de

control, la organización, la idoneidad del personal, el cumplimiento de los objetivos

institucionales, los riesgos institucionales en el logro de tales objetivos y las medidas

adoptadas para afrontarlos, el sistema de información, el  cumplimiento de las normas

jurídicas y técnicas; y, la corrección oportuna de las deficiencias de control. El control

interno será responsabilidad de cada institución del Estado, y tendrá como finalidad

primordial crear las condiciones para el ejercicio del control externo a cargo de la

Contraloría General del Estado.”; 

  

Que, el artículo 38 de la Ley Orgánica de la Contraloría General del Estado, señala:

“Presunción de legitimidad. -Se presume legalmente que las operaciones y actividades

realizadas por las instituciones del Estado y sus servidores, sujetos a esta Ley, son

legítimas, a menos que la Contraloría General del Estado, como consecuencia de la

auditoría gubernamental, declare en contrario.”; 

  

Que, el artículo 40 de la Ley Orgánica de la Contraloría General del Estado, señala:

“Responsabilidad por acción u omisión.-Las autoridades, dignatarios, funcionarios y
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demás servidores de las instituciones del Estado, actuarán con la diligencia y empeño que

emplean generalmente en la administración de sus propios negocios y actividades, caso

contrario responderán, por sus acciones u omisiones, de conformidad con lo previsto en

esta ley.”; 

  

Que, el artículo 77 de la Ley Orgánica de la Contraloría General del Estado, señala:

“Máximas autoridades, titulares y responsables. -Los Ministros de Estado y las máximas

autoridades de las instituciones del Estado, son responsables de los actos, contratos o

resoluciones emanados de su autoridad. Además, se establecen las siguientes atribuciones

y obligaciones específicas:(…) 2. Autoridades de las unidades administrativas y

servidores: a) Contribuir a la obtención de los fines institucionales y administrar en el

área que les competa, los sistemas a que se refiere el literal a) del numeral anterior; b)

Establecer y utilizar los indicadores de gestión, medidas de desempeño u otros factores

para evaluar la gestión de la pertinente unidad y el rendimiento individual de los

servidores y mantener actualizada la información; y, c) Actuar con profesionalismo y

verificar que el personal a su cargo proceda de la misma manera.”; 

  

Que, el artículo 4 de la Ley Orgánica del Servicio Público, establece: “Servidoras y

servidores públicos. -Serán servidoras o servidores públicos todas las personas que en

cualquier forma o a cualquier título trabajen, presten servicios o ejerzan un cargo, función

o dignidad dentro del sector público.”, 

  

Que, el artículo 22 de la Ley Orgánica del Servicio Público, dispone: “Deberes de las o

los servidores públicos. - Son deberes de las y los servidores públicos: a) Respetar,

cumplir y hacer cumplir la Constitución de la República, leyes, reglamentos y más

disposiciones expedidas de acuerdo con la Ley; b) Cumplir personalmente con las

obligaciones de su puesto, con solicitud, eficiencia, calidez, solidaridad y en función del

bien colectivo, con la diligencia que emplean generalmente en la administración de sus

propias actividades;  (…) d) Cumplir y respetar las órdenes legítimas de los superiores

jerárquicos. El servidor público podrá negarse, por escrito, a acatar las órdenes superiores

que sean contrarias a la Constitución de la República y la Ley; 

(…) h) Ejercer sus funciones con lealtad institucional, rectitud y buena fe. Sus actos

deberán ajustarse a los objetivos propios de la institución en la que se desempeñe y

administrar los recursos públicos con apego a los principios de legalidad, eficacia,

economía y eficiencia, rindiendo cuentas de su gestión; i) Cumplir con los requerimientos

en materia de desarrollo institucional, recursos humanos y remuneraciones

implementados por el ordenamiento jurídico vigente;  j) Someterse a evaluaciones

periódicas durante el ejercicio de sus funciones;(…)”; 

  

Que, el artículo 24 de la Ley Orgánica del Servicio Público, establece: “Prohibiciones a

las servidoras y los servidores públicos. - Prohíbase a las servidoras y los servidores

públicos lo siguiente: (…) c) Retardar o negar en forma injustificada el oportuno

despacho de los asuntos o la prestación del servicio a que está obligado de acuerdo a las

funciones de su cargo.”; 

  

Que, el artículo 41 de la Ley Orgánica del Servicio Público, señala: “Responsabilidad

administrativa. -La servidora o servidor público que incumpliere sus obligaciones o

contraviniere las disposiciones de esta Ley, sus reglamentos, así como las leyes y

normativa conexa, incurrirá en responsabilidad administrativa que será sancionada
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disciplinariamente, sin perjuicio de la acción civil o penal que pudiere originar el mismo

hecho. La sanción administrativa se aplicará conforme a las garantías básicas del derecho

a la defensa y el debido proceso.”; 

  

Que, el artículo 13 de la Ley del Deporte, Educación Física y Recreación, determina: “El

Ministerio Sectorial es el órgano rector y planificador del deporte, educación física y

recreación; le corresponde establecer, ejercer, garantizar y aplicar las políticas, directrices

y planes aplicables en las áreas correspondientes para el desarrollo del sector de

conformidad con lo dispuesto en la 

Constitución, las leyes, instrumentos internacionales y reglamentos aplicables.”; 

  

Que, el artículo 17 del Estatuto del Régimen Jurídico y Administrativo de la Función

Ejecutiva, señala: “Los Ministros de Estado, dentro de la esfera de su competencia,

podrán delegar sus atribuciones y deberes al funcionario inferior jerárquico de sus

respectivos Ministerios, cuando se ausenten en comisión de servicios al exterior o cuando

lo estimen conveniente, siempre y cuando las delegaciones que concedan no afecten a la

buena marcha del Despacho Ministerial, todo ello sin perjuicio de las funciones,

atribuciones y obligaciones que de acuerdo con las leyes y reglamentos tenga el

funcionario delegado. 

  

Las delegaciones ministeriales a las que se refiere este artículo serán otorgadas por los

Ministros de Estado mediante acuerdo ministerial, el mismo que será puesto en

conocimiento del Secretario General de la Administración Pública y publicado en el

Registro Oficial. 

  

El funcionario a quien el Ministro hubiere delegado sus funciones responderá

directamente de los actos realizados en ejercicio de tal delegación.”; 

  

Que, mediante Decreto Ejecutivo Nro. 6 de 15 de enero de 2007, publicado en el Registro

Oficial Nro. 22 de 14 de febrero de 2007, se creó el Ministerio del Deporte, entidad que

asumió las funciones que correspondían a la Secretaría Nacional de Cultura Física y 

Recreación; 

  

Que, el artículo 2 del Decreto Ejecutivo Nro. 438 de 14 de junio de 2018, dispone: “La

Secretaría del Deporte asumirá las funciones establecidas para el órgano rector y

planificador del deporte, educación física y recreación, establecidas en la Ley del Deporte

y demás normativa que rige el sector.”; 

  

Que, el artículo 1 del Decreto Ejecutivo Nro. 21 de 23 de noviembre de 2023, dispone:

“La Secretaría del Deporte se denominará Ministerio del Deporte. Esta entidad, con

excepción del cambio de denominación, mantendrá la misma estructura legal constante en

el Decreto Ejecutivo 438 publicado en Suplemento del Registro Oficial No. 278 del 6 de

julio de 2018y demás normativa vigente”; 

  

Que, el Decreto Ejecutivo Nro. 557 de 05 de marzo de 2025, establece lo siguiente:

“Artículo 1.-  Se titulariza al señor José David Jiménez Vásquez como Ministro del

Deporte.”; y, 

  

Que, mediante Acuerdo Ministerial Nro. 0012-2024 de 30 de abril de 2024, se expidió el
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Estatuto Orgánico del Ministerio del Deporte (MD); 

  

Que, el gobierno nacional se encuentra próximo al lanzamiento del mecanismo

“Ecuatorianos en Acción” cuyo objetivo es el fortalecimiento de capacidades y

potencialidades para la población entre 30  y 64 años 11 meses, que consistirá en una

transferencia monetaria mensual, de carácter temporal, para aquellos ecuatorianos que se

encuentren dentro de las provincias declaradas en emergencia regional por época lluviosa

que vive el país (Guayas, Los Ríos, Manabí, El Oro, Esmeraldas, Santa Elena, Loja y

Azuay); sin perjuicio de otras provincias que eventualmente requieran apoyo y sean

establecidas por el Presidente de la República; 

  

Que, en ese contexto el Ministerio del Deporte de Ecuador (MD) dentro de este

mecanismo,  tendrá entre sus responsabilidades la planificación y supervisión de

actividades dirigidas al mantenimiento y mejora de parques e instalaciones deportivas en

zonas barriales y organismos deportivos del país. Estas acciones buscan garantizar el

óptimo funcionamiento de estos espacios, beneficiando tanto a la comunidad como a los 

deportistas. 

 

Que, mediante correo electrónico del 20 de marzo del 2025, la máxima autoridad del

Ministerio del Deporte, dispuso a la Coordinación General de Asesoría Jurídica, lo

siguiente: “Estimada Lorena: Conforme las reuniones mantenidas con el Ministerio de

Inclusión Económica y Social sobre el Mecanismo “Ecuatorianos en Acción”, y para

efecto del levantamiento y suscripción de información habilitante que se requiera, así

como la ejecución del mencionado proyecto, solicito se genere la delegación escrita

pertinente a los siguientes funcionarios de esta Cartera de Estado: • Mgs. Cristian

Pazmiño, Asesor  • Ingeniero Juan Fernando Cárdenas, Subsecretario de Actividad

Física (Encargado)  • Ing. Diana Jurado, Directora de Recreación Lo anterior, con la

finalidad de que se cumpla de forma íntegra con la ejecución del “Mecanismo

Ecuatorianos en Acción”, desde su etapa inicial hasta el cierre del mismo”. Asimismo, la

Coordinación General de Asesoría Jurídica, dispuso a la Dirección de Asesoría Jurídica

lo siguiente: “Estimada Directora, Acorde a la disposición del SM favor emitir la

delegación pertinente, a efectos de dar continuidad el mecanismo "Ecuatorianos en 

Acción"; 

  

Que, mediante informe jurídico Nro. MD-DAJ-INFJ-SP-2025-0050, la Dirección de

Asesoría Jurídica, emitió el informe de viabilidad legal para la emisión del acuerdo

ministerial de delegación para la fase previa e implementación del mecanismo

“Ecuatorianos en Acción”, autorizado por la Coordinación General de Asesoría Jurídica. 

  

En ejercicio de las facultades que me confieren el artículo 227, de la Constitución de la

República del Ecuador, artículos 69 y 70 del Código Orgánico Administrativo, y el

artículo 17 del Estatuto Régimen Jurídico Administrativo Función Ejecutiva. 

  

ACUERDA

  

  

 Artículo 1.- Delegar a los siguientes servidores públicos:  Sr. Mgs. Christian Alejandro

Pazmiño Arguello, Asesor 2,  Srta. Ing. Diana Carolina Jurado Ortuño, Directora de 
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Recreación,  y  Sr. Ing. Juan Fernando Cárdenas Gaibor, Subsecretario de Actividad 
Física Encargado, con la finalidad de que en el ámbito legal, operativo y técnico se

cumpla de forma íntegra con la ejecución del “Mecanismo Ecuatorianos en Acción”,

desde su etapa inicial, ejecución, y cierre, asegurando su correcta implementación en el

ámbito de competencias del Ministerio del Deporte. 

  

Artículo 2.- Los delegados deberá considerar como mínimo los siguientes aspectos a

nivel institucional, a efectos de cumplir con todas las fases del “Mecanismo Ecuatorianos

en Acción”: 

Entrega y suscripción de aportes a los informes técnicos y legales para la

implementación del “Mecanismo Ecuatorianos en Acción”. 

Entrega, suscripción  y manejo de información requerida de forma oportuna y

actualizada. 

Determinar acciones y aportes en la superación de la emergencia regional por época

lluviosa que vive el país a las que podrán vincularse los potenciales beneficiarios. 

Determinar el mecanismo de monitoreo y supervisión del cumplimiento de las

acciones emprendidas por las y los beneficiarios registrados y aprobados. 

Verificación de las actividades emprendidas por los beneficiarios en cada Entidad,

para la solicitud de pago al Ministerio de Inclusión, Económica y Social. 

Emisión de la normativa secundaria pertinente, en el marco de sus competencias y

atribuciones. 

Mantener un archivo físico y digital de las acciones impartidas y ejecutadas. 

En general todas las acciones que correspondan a la coordinación, técnica,

administrativa, tecnológica, legal, con las áreas competentes de la institución, así con

las instituciones que sean necesarias a fin de cumplir con el objetivo establecido en

el mecanismo.

Artículo 3.- La delegación será ejercida en torno al cargo que ocupan y conforme a los

principios que rigen el servicio público, siendo los delegados responsables por los actos

realizados en ejercicio de tal delegación, observando para este efecto las disposiciones

constitucionales, legales, reglamentarias y estatutarias vigentes. 

  

Artículo 4.- Las disposiciones del presente Acuerdo no eximen del cabal cumplimiento

de las leyes, reglamentos, y demás regulaciones vigentes que competen al ámbito

institucional; en tal virtud, el funcionario delegado previa la suscripción de los

instrumentos y actos de simple administración descritos en el artículo 1, deberán verificar

el cumplimiento de la normativa legal vigente y la pertinencia de su generación,

precautelando en todo momento los intereses institucionales. En ningún caso se podrá

aducir que el presente Acuerdo Ministerial constituye autorización expresa de efectuar lo

delegado cuando dichos actos se contrapongan ordenamiento jurídico ecuatoriano. 

  

Artículo 5.-  Los delegados deberán informar de manera periódica a la Máxima

Autoridad sobre las actuaciones realizadas en ejercicio de esta delegación. 

  

DISPOSICIONES GENERALES
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PRIMERA.- De conformidad a lo establecido en el artículo 55 del Estatuto del Régimen

Jurídico y Administrativo de la Función Ejecutiva, el presente Acuerdo deberá publicarse

en el Registro Oficial. 

  

SEGUNDA.- Los delegados deberán dejar constancia expresa que sus actuaciones las

realizan a nombre de la Máxima Autoridad de esta Cartera de Estado. 

  

  

DISPOSICIONES FINALES

  

PRIMERA. - Encárguese a él/la titular de la Dirección de Comunicación Social, la

publicación del presente Acuerdo en la página web de esta cartera de Estado. 

  

SEGUNDA. - Encárguese a él/la titular de la Dirección Administrativa la remisión del

presente Acuerdo para su respectiva publicación en el Registro Oficial. 

 

TERCERA.- Notifíquese al Ministerio de Inclusión Económica y Social con el contenido

de la presente delegación. 

  

CUARTA. - El presente Acuerdo Ministerial entrará en vigencia a partir de su

suscripción y será de ejecución inmediata, sin perjuicio de su publicación en el Registro 

Oficial. 

  

  

  

  

  

  

 

 

Dado en Quito, D.M. , a los 20 día(s) del mes de Marzo de dos mil veinticinco.  

 

Documento firmado electrónicamente

SR. ABG. JOSÉ DAVID JIMÉNEZ VASQUEZ 

MINISTRO DEL DEPORTE 
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